Caso 1

1.- Determine en las siguientes consignas, marcando con una cruz la respuesta correcta, el tipo de sanción aplicable sobre infracciones de la ley N° 11.683.-

	Consigna
	Art. Ley 11.683
	Formal

	No presento DDJJ informativa de compras y ventas mensual
	
	

	Declaró un domicilio real que no coincide con el domicilio de la actividad económica, se lo intima a su modificación, pero guarda silencio vencido el plazo desde la notificación
	
	

	Presentó DDJJ de Seguridad Social F 931 fuera de término
	
	

	No posee controlador fiscal y estaba vendiendo sin factura
	
	

	No presento la DDJJ informativa de Ganancias por trabajo en relación de dependencia
	
	


Caso 2:

Evalúe cada una de las siguientes consignas cual sería la sanción aplicable al contribuyente

a) Una sociedad anónima prestadora de servicios de limpieza de edificios, no pudo presentar ni las declaraciones juradas de IVA, así como la declaración informativa del mes de Abril/2020 a raíz del aislamiento preventivo ya que no tienen acceso a internet y no los pueden asistir los técnicos de la empresa proveedora, conforme le expresan por teléfono. 

Presenta una nota como descargo al sumario administrativo, acompañando un correo electrónico, donde la firma prestadora del servicio de internet informa que no pueden acceder a las oficinas ante el Covid 19.

b) Una empresa importadora de artículos de bazar, vende mercadería a un distribuidor mayorista, responsable inscripto en IVA no consignando en forma completa el número de destinación de importación correspondiente a la mercadería vendida en la factura Tipo A, extendida a su cliente.
¿Qué sanción le corresponde al importador?

¿El cliente posee sanción por este incumplimiento formal?
JURISPRUDENCIA DE APOYO
Motorola Argentina S.A. c. D.G.A. s/ recurso de apelación Tribunal Fiscal de la Nación, sala G - 27/03/2012

El doctor Krause Murguiondo dijo:

I. Que a fs. 26/31 se presenta la firma "Motorola Argentina S.A.", por apoderado, e interpone recurso de apelación contra la Resolución N° 4149/04, dictada por el Jefe del Dpto. Procedimientos Legales Aduaneros, mediante la cual se la condenó al pago de $12.805,16.-por la comisión de la infracción prevista en el art. 991 del C.A.. Relata que mediante el Expte. Adm. 602.201/97 se formuló denuncia contra la firma por la presunta infracción al mencionado artículo atento a que no se había podido verificar el cumplimiento del estampillado de la mercadería extranjera documentada en las destinaciones nros. 10.834-0/97 y 19.516-6/97. Expresa que, el 18/10/2000, al momento de efectuar su descargo, adjuntó copia del telegrama mediante el cual se notificó a la Aduana, el 03/04/1997, del estampillado de la mercadería ingresada mediante el D.I. nro. 10.834-6/97, y que asimismo informó que, el servicio aduanero había procedido a la verificación de la mercadería. Sostiene que, en relación a la mercadería documentada en el D.I. nro. 19.516-0/97, se acogió al pago voluntario previsto en los arts. 930 y 932 del C.A.. Dice que, con fecha 12/03/2004, se la intimó a presentar el original del telegrama y su certificación bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado, pero que debido a la cantidad de años transcurridos no se lo pudo presentar. Plantea la inexistencia del elemento objetivo de la figura prevista en el art. 991 del C.A., ya que se cumplió con la comunicación a la Aduana, mediante el citado telegrama, a fin de que ella corrobore el cumplimiento del estampillado, cumpliéndose con lo previsto en la normativa vigente. Cita la Resolución ANA N° 2522/87. Sostiene que el servicio aduanero desconoció la autenticidad del telegrama solo basándose en la duda de que el mismo poseía un sello invertido y que no reunía los requisitos formales para su autenticidad. Invoca el art. 898 del C.A., expresando que en materia infraccional aduanera deberá estarse, en caso de duda, a lo que fuere más favorable al imputado. Cita jurisprudencia. Alega la inexistencia del elemento subjetivo de la infracción. Entiende que la finalidad del art. 991 del C.A. es, por un lado, evitar que los importadores retengan estampillas fiscales para aplicarlas a mercaderías que se introduzcan ilegítimamente, y por el otro proteger a los terceros adquirentes de la mercadería. Señala que surge de los hechos de la causa que no hubo intención de utilizar las estampillas de forma inadecuada ni de perjudicar a terceros, por lo que entiende no es justo ni lógico aplicar la sanción contemplada en el mencionado artículo. Supletoriamente solicita que se reduzca el monto de la multa, ya que, sostiene, el bien jurídico protegido por la norma no se encuentra afectado y la empresa carece de antecedentes infraccionales. Por último ofrece prueba, hace reserva de caso federal, y solicita se revoque la resolución apelada o, en caso negativo, se reduzca la multa impuesta.

II. Que a fs. 38/41 la representación fiscal contesta el traslado que le fuera oportunamente conferido. Niega todos y cada uno de los hechos y el derecho que no sean de su expreso reconocimiento. Sostiene que el art. 991 del C.A. trata de evitar que, quien transfiera la mercadería sin acreditar su legítimo ingreso, no se vea librado de sanción por dejar de ser tenedor de la mercadería en infracción, y entiende que, la conducta de la empresa encuadra en las prescripciones de dicha norma. Cita la Resolución 2522/87 y expresa que los requisitos de la misma no han sido cumplidos. Hace referencia a las actuaciones administrativas. Sostiene que la actora no puede desconocer la normativa aplicable, la cual determina claramente los requisitos relacionados con el estampillado y su notificación a la aduana para la verificación de la mercadería. Ofrece prueba y solicita se rechace el recurso confirmándose por ende el decisorio aduanero, con costas.

III. Que a fs. 34/36 lá actora acredita el pago de la tasa de actuación. A fs. 95 se elevan los autos a esta Sala "G" la cual los pasa a Sentencia.

IV. Que la Actuación Administrativa N° 12035-59-2004 se inicia a fs. 1 con el Acta de Denuncia nro. 1.463/97, código de origen 41.403, con relación a los D.I. nros. 19.516/97 y 10.834/97. A fs. 3 obra sobre contenedor de las destinaciones anteriormente citadas nros. 19.516/97 y 10.834/97. A fs. 4 obra Acta de la Sección Identificación de Mercaderías efectuada el 2/04/1997, labrada en ocasión de la presentación en el domicilio de la firma importadora. A fs. 5 obra nota nro. 458/97 de la Sección Identificación Mercaderías, por la cual se informa que no obra constancias de la notificación del estampillado cumplimentado. A fs. 6/7 obran print de pantalla de Entrega de Valores Fiscales con relación a los D.I. nros. 19.516/97 y 10.834/97 respectivamente. A fs. 8, el 25/09/1998, se pasan las actuaciones a la Sección Identificación de Mercaderías a fin de que se constituyan en el domicilio del importador a requerir constancia de la notificación del estampillado cumplido. A fs. 9 obra print de pantalla de consulta Importadores/Exportadores. A fs. 10/11 obra acta labrada en ocasión de la presentación de la Div. Verificación - Sección Identificación de Mercaderías en el domicilio de la firma importadora. A fs. 14, el 11/11/1999, se dispone la apertura del sumario en los términos del art. 1090 inc. c) del C.A.. A fs. 16 y 17 obran sendas determinaciones del valor en plaza de la mercadería en cuestión. A fs. 18, el 10/07/2000, se dispone correr vista de todo lo actuado a la firma importadora, la cual es notificada el 03/10/2000 (ver cédula de notificación obrante a fs. 19). A fs. 20/21 se presenta la firma Motorola Argentina S.A. a contestar el requerimiento formulado y acompaña documentación la cual obra a fs. 27/29. A fs. 30 se provee la presentación realizada por la firma importadora. A fs. 34/35 obran copias de print de pantalla de Identificador de la Liquidación 01 001 LMAN 002809R y 01 001 LMAN 002807P respectivamente. A fs. 37/vta. se presenta la actora, acompaña Boleta de Deposito por $5.181,43.- (la cual obra a fs. 36) y solicita se impute la suma al pago de mínimo de la multa en relación al D.I. nro. 19.516/97. A fs. 39 obra print de pantalla de comprobante de pago de la liquidación manual 01 001 LMAN 002807P. A fs. 40 se provee la presentación efectuada a fs. 37/vta.. A fs. 42, el 12/03/2004, se intima a la firma importadora a que se acompañe originales del telegrama y la certificación del mismo. A fs. 44 se presenta la firma Motorola Argentina S.A. a contestar requerimiento y a solicitar libramiento de oficio al Correo Argentino. A fs. 45 se provee la presentación efectuada haciéndose lugar al oficio solicitado. A fs. 46/47 se acredita el oficio dirigido al Correo Oficial Argentino. A fs. 49, el 21/09/2004, ante la falta de respuesta se tiene por decaído el derecho a producir la prueba solicitada. A fs. 50 obra print de pantalla de Registro General de Infractores. A fs. 51/52 obra print de pantalla de Consulta de Juicios Universales. A fs. 53/56 obra Resolución DE PLA N° 4149/04, por la cual se condenó a la firma importadora al pago de una multa de $12.805,16.-por la infracción al art. 991 del C.A., la cual fue notificada en fecha 17/11/2004.
V. Que corresponde analizar si la infracción prevista en el art. 991 del C.A. se ha configurado o no en la causa.

Que antes de ingresarse al tema específico de la causa corresponde determinar cuál es el sentido y alcance de los arts. 985, 986, 987 y 991 del Código Aduanero y de las infracciones que definen.

Que las disposiciones de la norma se aplican a la tenencia injustificada (arts. 985, 986 y 987), con fines de comercialización o industrialización de mercadería extranjera sujeta al pago de impuestos internos que no presente aplicado el respectivo instrumento fiscal, o los medios de identificación que hubiere establecido la Aduana o bien, no se demuestre que ingresaron legítimamente a plaza mediante la documentación habilitante de la importación de que se trate. En el caso de transferencia de la mercadería se estima configurada la infracción del art. 991 del Cód. Ad. ante la falta de aplicación de los instrumentos fiscales o identificatorios mencionados, o ante la falta de cumplimiento de los requisitos que se hubieren establecido al efecto.

Que como lo ha expresado reiteradamente la doctrina y la jurisprudencia esta infracción no tiene un contenido meramente ritual o formal, que impida entrar en otras consideraciones acerca de su verdadera finalidad, de manera de preservar el derecho constitucional de defensa en juicio. Ello porque la ausencia de estampillas o de menciones formales en los documentos de comercialización, no consagra una suerte de aplicación automática de pena, que resultaría frustratoria de la garantía constitucional de defensa enjuicio (Fallos 270:205, entre otros).

Que mediante esta infracción se intenta poner una segunda barrera a las mercaderías que hubieren filtrado a través de los controles aduaneros en su ingreso al país, aunque no resulte posible detectar si existió al respecto el delito de contrabando.

Que la consecuencia de ello en una primera aproximación al tema, sujeta sin embargo a las rectificaciones que surgen de los siguientes considerandos, es que si el imputado, pese a no existir la aplicación de los instrumentos fiscales, o instrumentos identificatorios, o de no haberse cumplido los requisitos fijados para la transferencia, demuestra la legitimidad de su introducción, con su consecuente buena fe, la sanción que contienen los arts. 985, 986, 987 y 991 del Código Aduanero no resulta de aplicación. Ello es así, por cuanto al demostrarse el ingreso legítimo queda sin fundamento la razón fundamental de ser de la sanción.

Es decir, y esta vez específicamente con relación al art. 991 del citado código, que si el transmitente de la mercadería acredita que la misma fue introducida legítimamente a plaza, queda exento de responsabilidad en lo que hace a esa infracción (Conf. C.N.A.C.A.F., in re "Vesalius S.A. s/apelación" (ANA-TFN), Sala I, sentencia de fecha 30/04/1987). Que asimismo la C.N.A.C.A.F., Sala V, en sentencia de fecha 16 de Agosto de 1995, in re "FAASE S.A.", expte. TFN N° 5.832-A expresó que, la infracción del art. 991 del Código Aduanero reviste carácter sustancial y no formal, criterio que "aparece en buena medida robustecido en las observaciones que se formulan en la Exposición de Motivos del proyecto que luego fue convertido en el Código Aduanero actualmente vigente y según las cuales, con el art. 991 "se incorpora el supuesto de castigar al que hubiere transferido la mercadería de origen extranjero sin cumplir con los recaudos establecidos para acreditar su legal introducción, a efectos de proteger a los terceros adquirentes e impedir la liberación de los transmitentes por la mera circunstancia de haber dejado de ser tenedores de la mercadería en infracción." Agrega a continuación la Sala V de la Excma. Cámara: "Que, por consiguiente, esclarecida la finalidad tuitiva de la norma (protección de los terceros adquirentes de la mercadería) es razonable la conclusión alcanzada en el sentido de que si en función de las medidas probatorias que se ordenaran quedara comprobada la legítima situación de la mercadería, la sola omisión de los requisitos establecidos no configura inexorablemente la infracción;...".

VI. Que, sin perjuicio de lo expuesto en el Considerando anterior y, fijando límites a lo que allí se expone en cuanto a que la sola acreditación del legitimo ingreso a plaza de la mercadería exime de las penas previstas en los arts. 985, 986 y 991, la jurisprudencia ha considerado en estos supuestos que corresponde la aplicación de las penalidades previstas, en el art. 991, en supuestos en que resulta necesario preservar el acatamiento de las normas aduaneras que regulan las transferencias de mercaderías de origen extranjero, con la finalidad de mejorar el control aduanero del ingreso y egreso de las mercaderías a plaza, evitando que la evasión de esas normas posibilite la ilegal circulación en plaza de mercaderías no introducidas legítimamente, por lo que el incumplimiento de esas normas también se sanciona, en casos en que, como lo prevé el art. 27 del decreto N° 4731/65 se declaren cantidades de mercaderías inexistentes o mayor cantidad de las que se posean. Ello así por cuanto ello daría lugar a la entrega de instrumentos identificatorios o timbres fiscales en superiores cantidades, lo que posibilitaría su aplicación a mercadería no ingresada a plaza lícitamente. Asimismo, esa disposición prevé el supuesto de existencia de timbres fiscales o instrumentos identificatorios en poder del comerciante, en mayor cantidad que la justificada, situación que, por similar razón a la expresada precedentemente, resultaría sancionable (ver fallo de la C.N.A.C.A.F., Sala IV, sentencia de fecha 4 de febrero de 1994, in re "Retronic S.A., TFN expte. N° 6.719).

VII. Que, en la presente causa, no cabe duda que la mercadería introducida a plaza mediante los Despachos de Importación nros. 10.834-0 y 19.516-6/97, fue introducida legítimamente.

Que, sin embargo, la infracción que se imputa a la importadora contemplada en el art. 991 del Código Aduanero, no se deriva de una supuesta introducción ilegítima de esa mercadería, sino que obedece a que

la recurrente no cumplió con el requisito previsto en el punto 1.1 del Anexo III de la Resolución N° 2522/87 de la ex Administración Nacional de Aduanas, que prevé que las estampillas entregadas por la Aduana sean adheridas a la mercadería dentro de los treinta días, y que se comunique esa circunstancia a la Aduana a efectos de la verificación de ese hecho. Agrega esa norma que si dentro de los tres días siguientes a la comunicación la Aduana no efectuare la verificación, el importador podrá disponer libremente de la mercadería.

Que la parte recurrente afirma, tanto en la contestación de la vista en instancia administrativa (obrante a fs. 20/21 del expte. adm.) como también en el escrito de inicio, que la Aduana fue debidamente notificada el 03/04/1997 del estampillado de la mercadería documentada en el D.I. nro. 10.834-0/97 mediante el telegrama del Correo Argentino que adjuntó en copia (la cual obra a fs. 27/28 del expte. adm.), y que, en cuanto a la mercadería documentada en el D.I. nro. 19.516-0/97, se acogió al pago voluntario de la multa conforme a los arts. 930/932 del C.A..

Que, en cambio, y tal como expresa el servicio aduanero en la Resolución recurrida, la copia del telegrama aportada por la actora en instancia administrativa no cumplía con los requisitos requeridos para demostrar su autenticidad, por no haber sido contestado el oficio dirigido al correo (ver fs. 47 y 49 del expte. adm.). Tampoco se agregó por la actora el telegrama original en sede administrativa, ni en esta instancia.

VIII. Que adelanto que comparto el criterio sostenido por la aduana en cuanto a que la simple fotocopia del telegrama enviado (el cual obra a fs. 27/28 del expte. adm.) no puede ser tomada como auténtica al no haber sido debidamente probada esa autenticidad. Entiendo que, la fotocopia del telegrama aún hipotéticamente firmada y sellada por un supuesto funcionario del Correo Argentino no puede ser tomado como válida si no se interviene y autentica posteriormente.

Que por otro lado, se reitera que la actora tampoco probó la autenticidad del mencionado telegrama en instancia aduanera, aún cuando el servicio aduanero la intimó a presentar el original del telegrama (ver fs. 42 del expte. adm.), haciéndose también lugar al libramiento de un oficio dirigido al Correo Argentino peticionado por la recurrente (ver fs. 45, 46 y 47 del expte. adm.). Por otra parte cabe destacar que la aquí recurrente tampoco solicitó ante el Tribunal como medio de prueba la remisión de un oficio al Correo Argentino.

IX. Que, por otra parte, si se tuviera hipotéticamente como auténtico el telegrama acompañado por la actora, entiendo que el mismo no reúne los requisitos previstos en el punto 1.1 del Anexo III de la Resolución N° 2522/87 de la ex Administración Nacional de Aduanas. En la citada Resolución se prevé que la comunicación a la Aduana deberá hacerse mediante nota, telegrama colacionado u otros medios de origen telemático, expresando además que "Tal comunicación deberá indicar los datos que a continuación se detallan: apellido y nombre, denominación o razón social del importador, Clave Única de Identificación Tributaria (C.U.I.T.) del importador, dirección/lugar de depósito, teléfono, horario de atención, persona de contacto, número de destinación de importación y número de estampillas sobrantes o foliantes en caso de corresponder."

X. Que, cabe destacar que en la copia del telegrama remitido por la actora se identifica solamente al D.I. nro. 10.834-0/97.

Que, en la contestación de la vista (obrante a fs. 20/21 del expte. adm.) por la cual se acompañó la mencionada copia la actora expresó asimismo que, con relación al D.I. nro. 19.516-6/97, decidió acogerse al pago voluntario.

Que sin embargo, ese pago no puede tener los efectos fijados por el art. 930 del Código Aduanero porque la infracción de transferencia de mercaderías extranjeras sin cumplir los requisitos legalmente requeridos no es una infracción que sea divisible según obre en la causa más de un despacho de importación involucrado, y, por otra parte, en el caso, la actora no abonó en forma voluntaria la multa mínima por la mercadería del despacho de importación nro. 10.834-0/97, sino sólo por el D.I. 19516-6/97.

Que, debe señalarse además, que el despacho nro. 10.834-0/97 fue oficializado el 06/01/1997 (ver el citado despacho obrante dentro del sobre de fs. 3 del expte. adm.) y por el mismo se entregaron según el print de pantalla obrante a fs. 7 del expte. adm. dos estampillas fiscales el 10/01/1997. Que de la mencionada copia del telegrama surge que el mismo fue supuestamente enviado el 15/04/1997 (ver fs. 27/28 del expte. adm.), por lo cual y aún tomando como válida la copia del telegrama y su envió en la fecha citada, se entiende que no se cumplió con el plazo de 30 días hábiles siguientes a la salida a plaza de la mercadería previsto en el punto 1.1 del Anexo III de la Resolución N° 2522/87 de la ex ANA.

XI.- Que el punto 1.1 de la Resolución N° 2522/87 prevé que solamente después de tres días de recibido el pedido de verificación del estampillado de la mercadería por la Aduana, se podrá por el importador disponer libremente de ella. Que en el caso de autos, al no poder probarse la comunicación a la Aduana, la actora se encontraba inhibida de comercializar la mercadería, y pese a ello la recurrente dispuso de la misma, sin cumplir los requisitos citados.

Que, a mi juicio, resulta claro en casos como en el de autos en que se há dejado de lado una prohibición o interdicción de la comercialización de la mercadería, disponiéndose por el importador de la misma, en manera alguna puede exigirse a la Aduana la prueba prácticamente imposible de realizar de que la mercadería no fue estampillada, aunque en el caso de autos, corresponde destacar que, el servicio aduanero se presentó dos veces en el domicilio de la firma Motorola a verificar si la mercadería había sido correctamente estampillada según la normativa aplicable sin obtener respuesta favorable alguna (véase Acta de fecha 02/04/1997, obrante a fs. 4 del expte. adm. así como también Acta de fecha 17/11/1998 obrante a fs. 10/11 del expte. adm.).

Que entonces, por lo contrario, es el importador quien debe demostrar por medios fehacientes que el estampillado fue realizado. En caso de no realizarlo se dan los fundamentos ya indicados para considerar que la infracción al art. 991 del Código Aduanero se ha configurado. Ello así ante el incumplimiento de los requisitos fijados reglamentariamente como lo requiere el art. 991, y ante la posibilidad de que las estampillas entregadas pudieran tener una aplicación ilegítima a mercadería no ingresada regularmente a plaza.

XII. Que el llegar a otra conclusión llevaría a la contradicción, frente al texto del art. 991, de estimar que el régimen de control establecido para la mercadería extranjera introducida a plaza podría quedar sin consecuencia alguna ante la mera circunstancia de no notificar el importador a la Aduana el haberse realizado el estampillado, notificación requerida por las normas vigentes, con las consecuencias que han sido explicadas.

Que, de la manera indicada, en las circunstancias de la causa, la infracción cometida por la recurrente debe ser considerada una infracción sustancial al régimen de tenencia y de transferencia de mercaderías de origen extranjero en plaza, resultando aplicable lo dispuesto en el art. 991 del Código Aduanero.

Que como consecuencia de lo expuesto, y en virtud de los dispuesto en el citado art. 991 que sanciona a quienes transfirieren por cualquier título, con fines comerciales o industriales, a mercadería que no presentare aplicado el respectivo instrumento fiscal, que no llevare los medios de identificación en la forma prevista en las reglamentaciones pertinentes o que efectuare dicha transmisión sin cumplir los requisitos que se hubieren establecido al efecto, corresponde confirmar la Resolución DE PLA N° 4149/04, aquí recurrida.

XIII. Que, por último, corresponde tratar el pedido de la actora relacionado a la reducción de la sanción aplicada.

Que corresponde considerar a fin de evaluar la graduación de la pena las circunstancias del caso, la naturaleza y gravedad de la infracción así como también los antecedentes infraccionales de la aquí actora, según lo previsto en los arts. 915 y 916 del Código Aduanero.

Que mediante la Resolución DE PLA N° 4149/04 se impuso una pena de dos veces el mínimo de la multa, en virtud de que la actora tenía un antecedente infraccional en su haber (ver fs. 50 del expte. adm.), sin embargo considero que no existe una relación matemática entre la cantidad de infracciones cometidas y la multa impuesta, sino que debe evaluarse asimismo la mayor o menor gravedad de la infracción y las circunstancias de la causa, es por ello que se estima equitativo reducir la multa a una vez y media al valor en plaza de la mercadería en infracción.

Que, en razón de lo expuesto, corresponde que la multa aplicada a la firma Motorola Argentina S.A. sea reducida a la suma de nueve mil seiscientos tres pesos con ochenta y siete centavos ($9.603,87.-), descontándose de la misma la suma de $5.181,43.- abonada por la recurrente a fs. 36/37, pago reconocido en el art. 2° de la Resolución apelada.

Que en virtud de lo expuesto, voto por:

1) Modificar el art. 1 de la Resolución DE PLA N° 4149/04 dictada en la Actuación nro. 12035-59-2004 en cuanto condena a la firma recurrente al pago de una multa de $12.805,16.- por la comisión de la infracción prevista en el art. 991 del C.A y reducir la misma a nueve mil seiscientos tres con ochenta y siete centavos ($9.603,87.-), monto al cual deberá descontarse la suma de $5.181,43.-previsto en el art. 2° de la Resolución N° 4149/04, por el pago efectuado según constancia de fs. 36/37 de las actuaciones administrativas.

2) Con costas según los respectivos vencimientos.

La doctora Sarquis dijo: Adhiero al voto precedente. 
El Doctor Segura dijo: Adhiero al voto del Dr. Krause Murguiondo.

En virtud del acuerdo que antecede, por unanimidad, se resuelve:

1) Modificar el art. 1 de la Resolución DE PLAN0 4149/04 dictada en la Actuación nro. 12035-59-2004 en cuanto condena a la firma recurrente al pago de una multa de $12.805,16.- por la comisión de la infracción prevista en el art. 991 del C.A y reducir la misma a nueve mil seiscientos tres con ochenta y siete centavos ($9.603,87.-), monto al cual deberá descontarse la suma de $5.181,43.- previsto en el art. 2° de la Resolución N° 4149/04, por el pago efectuado según constancia de fs. 36/37 de las actuaciones administrativas.

2) Con costas según los respectivos vencimientos.

Regístrese, notifíquese, oportunamente devuélvanse las actuaciones administrativas y archívese. — Gustavo A. Krause Murguiondo. — Claudia B, Sarquis. — Horación 

MÉNDEZ, CARLOS ESTEBAN s/INFRACCIÓN ART. 44, L. 11683. INCIDENTE DE NULIDAD PROMOVIDO POR EL DEFENSOR OFICIAL AD HOC - CFED. SAN MARTÍN - SALA II - 16/2/2012

I. A fojas 9/11 el señor magistrado instructor resolvió hacer lugar al planteo promovido por la defensa oficial de Carlos Esteban Méndez y, en consecuencia, declaró la nulidad del pronunciamiento emitido el 18 de octubre de 2011 mediante el que se había condenado al justiciable a la pena de diez días de arresto -en suspenso- y costas y se había dispuesto la clausura por el término de dos días del local comercial con asiento en Hipólito Irigoyen … de General Pacheco (artículo 44, ley 11.683; v. fs. 9/11; y 129/130vta., srio. ppal). El señor agente fiscal dedujo recurso de apelación (fs. 12).

En la instancia, el señor fiscal general mantuvo la impugnación aludida (fs. 21); en tanto que el defensor público oficial no adhirió (fs. 23/vta.).

II. En su anterior intervención esta Alzada advirtió que la tramitación de este expediente poseía vicios que la invalidaban pues, en el entendimiento de que se trataba de una contravención, el trámite debió realizarse conforme a las previsiones de la ley de procedimiento tributario [11.683; t.o. dec. 821/98 y modificat.]. En virtud de ello, se declaró la nulidad del proveído de fojas 69, punto III, la audiencia indagatoria celebrada a fojas 88 y el decisorio de fojas 95/96vta. del sumario principal [art. 18, CN; Secretaría Penal nº 2, cnº 5952, reg. nº 6125, rta. 08-09-2011].

Tras ello, el instructor condenó a Carlos Esteban Méndez, a la pena de diez días de arresto -en suspenso- y dispuso la clausura por el término de dos días del local sito en la calle Hipólito Irigoyen … de General Pacheco, por considerarlo autor penalmente responsable del quebrantamiento de clausura previsto en el artículo 44 de la ley 11.683 [fs.129/130, srio. ppal.]. La defensa oficial del encausado planteó la nulidad del pronunciamiento mencionado y el juez a quo declaró la nulidad de la resolución condenatoria; decisorio impugnado por el fiscal de grado [fs. 1/5, 9/11 y 12].

Ahora bien, ha de recordarse que el órgano recaudador dictó el acto administrativo por el cual se impuso la sanción de clausura del establecimiento comercial del contribuyente por el término de un día, en virtud de la infracción prevista en el artículo 25 incisos a) y b) de la ley 26.565. La decisión había quedado firme y se había fijado el 27-05-2011 para el cumplimiento de la sanción impuesta, cuya inobservancia -sin adelantar juicio sobre la concreción o no de la falta- habría sido constatada por la autoridad administrativa [fs. 49/vta., srio. ppal.].

Así planteadas las cosas, el artículo 44 de la ley 11.683 (t.o. dec. 821/98) dispone que quien quebrantare una clausura o violare los sellos, precintos o instrumentos que hubieran sido utilizados para hacerla efectiva, será sancionado con arresto de diez a treinta días y con una nueva clausura por el doble de tiempo de aquélla. Además prevé que la Administración Federal de Ingresos Públicos, con conocimiento del juez que se hallare de turno, procederá a instruir el correspondiente sumario de prevención, el cual una vez concluido, será elevado de inmediato a dicho magistrado judicial; a quien competerá adoptar las decisiones pertinentes.

Ahora bien, en el caso puntual en estudio se advierte que el imputado no ha podido ejercer debidamente su derecho a defensa en juicio en relación con el hecho relativo a la violación de la clausura (acta de fs. 49).

Pues no ha tenido oportunidad de defensa y prueba sobre el punto ni en sede administrativa ni en la judicial.

De modo que, ante la vulneración de la garantía prevista en el Art. 18 de la CN, es correcta la declaración de nulidad del decisorio de fojas 129 del ppal. que le impuso sanción sin oírlo previamente al respecto.

Por todo lo expuesto, el Tribunal RESUELVE:
CONFIRMAR el auto apelado de fojas 9/11, en todo cuanto decide y fuera materia de recurso y agravios. REGÍSTRESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE.-
 
Fdo.: Daniel Mario Rudi. Hugo Daniel Gurruchaga.

Marcelo Fernando Passero. Secretario de Cámara.

Nota: El Dr. Alberto Daniel Criscuolo no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia. Conste.

Cortez Arana, Javier Rodrigo s/infracción L. 11683 - legajo de apelación - Cám. Nac. Penal Ec. - Sala A - 30/06/2015. Clausura preventiva
El Dr. Hendler:

Que lo resuelto se funda en la norma legal que autoriza a clausurar preventivamente un establecimiento cuando exista un grave perjuicio (artículo 35, inc. f) de la ley 11.683).

Que, en el caso, se trata de la constatación por parte de los funcionarios actuantes de una infracción a la ley de procedimiento tributario susceptible de ser sancionada con multa y clausura (artículo 40, inc. d) de la ley 11.683).

Que esas sanciones deben ser aplicadas después de sustanciado el procedimiento que la misma ley establece en el artículo 41.

Que una clausura dispuesta con carácter preventivo únicamente puede ser aplicada por los motivos especificados en el artículo 35 inc. f) de la ley, es decir, cuando exista un grave perjuicio o el responsable registre antecedentes por la misma infracción durante el año anterior.

Que la existencia de un grave perjuicio no puede entenderse determinado por la mayor gravedad de la infracción. La ponderación de esa gravedad debe ser efectuada al imponer la sanción. Antes de esa oportunidad el perjuicio a ponderar debe estar vinculado con la necesidad de aplicar la medida antes de juzgar al responsable.

Que las consideraciones del juez no se refieren a esa justificación por lo que lo resulto no se ajusta a derecho.

El Dr. Repetto:

Que las actas labradas por los inspectores darían cuenta de haberse dispuesto una clausura preventiva con motivo de la falta de inscripción del contribuyente en cuestión y la existencia de un trabajador que se encontraría prestando servicios sin estar registrado legalmente.

Que de las constancias del legajo principal traído "ad effectum videndi" surge que el contribuyente procedió a regularizar su situación inscribiéndose como monotributista y que las explicaciones de quien fuera sindicado como "trabajador no registrado" controvierten y ponen en duda lo asentado en las actas suscriptas por los funcionarios del organismo de recaudación al respecto.

Que, por ende, coincido con el Dr. Hendler en que no se encuentran dadas las condiciones para mantener la clausura preventiva.

Por lo expuesto SE RESUELVE: REVOCAR la resolución apelada. Sin costas.

Regístrese, notifíquese, remítanse los autos principales al juzgado de origen, junto con copia certificada de lo resuelto en el día de la fecha y devuélvase.

Se deja constancia de que firman únicamente los suscriptos por encontrarse en uso de licencia el Dr. Bonzón y conforme lo autoriza el artículo 109 del Reglamento para la Justicia Nacional.

 

EDMUNDO S. HENDLER - JUEZ DE CAMARA

NICANOR M. P. REPETTO - JUEZ DE CAMARA

Vesubio SRL – Tribunal Fiscal de la Nación, sala A  06/07/2005

I. Que, a fs. 6/8 y 25/30, se interponen sendos recursos de apelación contra las resoluciones emitidas por la Administración Federal de Ingresos Públicos -Dirección General Impositiva-, una sin fecha y otra del 11 de setiembre de 2003, en virtud de las cuales se aplica a la actora la sanción prevista en el artículo 39 de la ley 11683.

Con respecto a la primera resolución la apelante plantea como cuestión previa la nulidad del acto, toda vez que se ha omitido tanto el lugar como la fecha de su emisión, en oposición a lo normado por el artículo 8 de la LPAN.

Con relación al fondo de la cuestión, advierte que los requerimientos de la resolución general 4120 exceden las facultades que legalmente ostenta el organismo fiscal: por un lado, porque no se trata de una norma que se refiera a tributos a su cargo; de otro, porque impone, sin ley que lo autorice, una carga adicional a los administrados. Sostiene además que la multa fue graduada en forma excesiva, máxime atendiendo a las peculiares circunstancias de autos.

Respecto del segundo de los actos cuestionados, plantea también su nulidad ya que entiende que una misma actuación no puede ser causal de dos sanciones de similar valor económico, y con distintas fechas, pese a ser las supuestas infracciones de distinto contenido. Se agravia de que el juez administrativo haya prescindido de considerar las defensas opuestas oportunamente en torno a las causales de exoneración de responsabilidad esgrimidas. Por lo demás, reitera los agravios desarrollados en relación al primer acto recurrido.

II. Que a fs. 15/19 y 41/44 contesta ambos recursos la representación fiscal. Advierte que con relación a la primera resolución apelada, la cuestión ha devenido abstracta, en tanto en sede administrativa fue dejada sin efecto. En lo que atañe al segundo acto objeto de recurso, por las razones de hecho y de derecho que expone, aboga por su confirmación.

III. Que a fs. 46 se produce la acumulación por Sala de sendos expedientes. A fs. 50 se declara la causa de puro derecho y a fs. 55 se elevan los autos a conocimiento de la Sala A y pasan a sentencia.

Y CONSIDERANDO:

I. Que habida cuenta de lo manifestado por la representación fiscal en su escrito de responde, y las constancias de los antecedentes administrativos que corren por cuerda (ver nota que luce a fs. 15) el organismo recaudador por nota de fecha 11 de agosto de 2003 ha dejado sin efecto la sanción que fuera objeto de recurso a través del expte. 21.965-I. Ello, por cuanto en el acto respectivo se hizo erróneamente referencia al incumplimiento de la resolución general 781/2000 y aplicado sanción en el marco de la resolución general 4120/1996.

Dicha resolución anulatoria fue notificada al contribuyente el 11 de setiembre de 2003, esto es, con posterioridad a la fecha de interposición del recurso (cfr. cargo que luce a fs. 8 vta.). En tales condiciones, cabe declarar abstracta la cuestión debatida e imponer las costas al Fisco Nacional, habida cuenta de que su accionar llevó a la actora a suscitar la intervención de este Tribunal mediante la interposición del recurso respectivo.

II. Que corresponde entonces examinar la procedencia de la sanción impuesta por resolución de fecha 22 de agosto de 2003 (expte. 22.237-I).

En concreta respuesta a los agravios de la apelante, cabe ante todo advertir que no media identidad entre la resolución que aquí se recurre con la examinada en el considerando anterior y que fuera dejada sin efecto, ya que responden a incumplimientos de resoluciones generales diversas. En un caso, con sustento en la resolución general 781/2000, Capítulo I y sus modificaciones, en tanto la sanción que aquí se examina, lo fue en los términos de la resolución general 4120.

Por lo tanto, la cuestión de nulidad planteada no puede prosperar.

III. Que el artículo 39, párrafo 3 de la Ley de Procedimiento Tributario (t.v.) establece que serán sancionados con una multa de entre $ 2.500 (pesos dos mil quinientos) y $ 45.000 (pesos cuarenta y cinco mil), aquellos que incumplan con los deberes formales establecidos por los regímenes generales de información de terceros establecidos por resolución general de la Administración Federal de Ingresos Públicos.

Como lo sostuviera esta Sala - "in re" "Indigar SRL" - 26/11/1997, en el caso de la conducta que reprime el artículo 39 en cuestión, lo que se busca proteger es el bien jurídico "administración tributaria" y apunta a castigar la violación de deberes formales de colaboración. En tanto, nuestro Más Alto Tribunal ha dicho que aquella norma reprime el incumplimiento de deberes formales que ayudan a "determinar la obligación tributaria y a verificar y fiscalizar el cumplimiento que de ella hagan los responsables" ("Moño Azul SA" - 15/4/1993).

IV. Que ante todo, cabe dejar establecido que a juicio de esta Sala no hay diferencia ontológica entre las infracciones fiscales y las penales. En rigor, si se toma como criterio decisivo la índole de la reacción prevista por el ordenamiento jurídico para cada tipo de ilícito, debemos convenir que el correspondiente a las primeras tienen un carácter fundamentalmente represivo o punitivo, que hace a que ambas tengan idéntica sustancia. Así por otra parte, es la posición de la doctrina más moderna (cfr., entre otros, Ferreiro Lapatza: "Curso de derecho financiero español" - pág. 591; Carretero Pérez - Carretero Sánchez: "Derecho administrativo sancionador" - pág. 95; Martínez Pérez: "El delito fiscal" - pág. 97).

Nuestro Más Alto Tribunal ha distinguido entre multas de carácter penal y multas de carácter civil o reparatorio, en tanto las primeras tienden a prevenir y reprimir las violaciones de las disposiciones legales y las segundas a indemnizar el daño causado por la infracción (Fallos: 183:383; 187:569). Así, por ejemplo, ha reconocido carácter penal a las multas de la Ley de Impuestos Internos, así como a las figuras de omisión y defraudación fiscal (Fallos: 200:340; 211:1381; 212:240; 267:457, 287:76 y sus citas, CNFed. Cont. Adm. - Sala IV - "Peña SA").

Acorde con tal criterio, la Corte Suprema ha dicho luego que en la materia penal tributaria resultan aplicables las normas del Código salvo las hipótesis de ser incompatibles la norma de la ley penal fiscal o la finalidad del objeto tutelado por ella con los principios generales de aquella rama del derecho (Fallos: 124:417; 202:293; 235:501; 287:76, 289:336, 290:202; 211:1567; 287:74, entre muchos otros).

V. Que este Tribunal debe poner énfasis en puntualizar que acorde con tales principios no puede suscitar el más mínimo reparo concluir que el administrado goza de todos los derechos y garantías consagrados por la Constitución Nacional en la materia y, entre ellos, el debido control jurisdiccional de la imposición de una sanción.

En este orden de ideas, este organismo jurisdiccional tiene el imperativo de controlar que la Administración en el ejercicio de facultades discrecionales respete aquellos principios liminares, puesto que tales atribuciones no pueden constituir un justificativo de conductas irrazonables o arbitrarias, tanto más en la esfera de actos administrativos de naturaleza penal, puesto que es precisamente la razonabilidad con que se las ejerce, el presupuesto que les otorga validez.

Obsérvese que en línea con dicha naturaleza, el sumario administrativo regulado en la Ley de Procedimiento Tributario busca resguardar la vigencia del principio del debido proceso, cuyo fundamento último no es otro que el derecho de defensa en juicio (artículos 18 de la CN y 8 del Pacto de San José de Costa Rica).

Tan es así que en sintonía con lo expuesto, los artículos 70 y ss. de la ley 11683, establecen un procedimiento reglado que busca asegurar el principio del debido proceso adjetivo en materia penal tributaria. Como es sabido, esta regla contempla no sólo el derecho a ser oído y a ofrecer prueba, sino también a una resolución fundada (cfr. artículo 72 y su reenvío al artículo 17 de ese texto legal); esto es, que el acto administrativo en el cual concluye el procedimiento sumarial sea la conclusión lógica de un examen analítico y de una apreciación crítica de los dichos y los elementos de prueba aportados en su transcurso.

En otros términos, toda resolución condenatoria debe ser el resultado de una construcción que debe conjugar las normas aplicadas y el sustento de hecho, de suyo que analizados a la luz de los argumentos expuestos y de las probanzas arrimadas.

En definitiva, como ha dicho nuestro Más Alto Tribunal, la razonabilidad con que se ejercen las facultades discrecionales de la Administración es el principio que permite a los jueces, ante planteos concretos, verificar el cumplimiento de dicha exigencia (CSJN - "Ducilo SA s/recurso de amparo, ley 20680" - Fallos: 313:153).

VI. Que la razonabilidad (garantía innominada e implícita derivada de los artículos 28 y 33 de nuestra Carta Magna) establece un límite que, excedido, se transforma en irrazonabilidad. Como lo ha escrito García Belsunce indagando el camino para encontrar ese límite "... lo razonable es lo axiológicamente válido según las circunstancias del caso, es decir, aquello justo...".

El atributo -que no puede discutirse-, con que está investida la Dirección General Impositiva para fijar e imponer la cuantía de la sanción -en el caso de multa- no puede implicar desconocer que más allá de un eventual y secundario interés fiscal que puede existir en su percepción, ello no altera la naturaleza esencialmente punitiva de las multas tributarias.

El juez administrativo debe poner especial celo en el desarrollo de la delicada actividad que por ley le es confiada, en la que su guía debe ser evitar incurrir en la irrazonabilidad de sus decisiones y procurar una coherencia racional (léase razonada) que justifique la pena impuesta, atendiendo las peculiaridades de cada causa. Es que el principio de razonabilidad importa, dentro de nuestro sistema constitucional, la exclusión de toda arbitrariedad o irrazonabilidad y, en sentido positivo, la exigencia de arribar a un acto administrativo de un contenido razonable y con una decisión justa (cfr. Bidart Campos: "Derecho Constitucional" - T. II - págs. 118/199; CNFed. Cont. Adm. - Sala I - "Frigorífico Paso de Los Libres SA" - 31/10/1995).

VII. Que bajo esa perspectiva debe examinarse la resolución en crisis.

A fs. 1 de los antecedentes administrativos obra el requerimiento de la AFIP, de fecha 18 de octubre de 2002 (notificado el 5/11/2002), a fin de que la apelante regularizara su situación atento a no constar en dicha dependencia la presentación de la declaración jurada informativa del régimen de la resolución general 4120/1996. Asimismo, tal requerimiento fue contestado en forma extemporánea y denunciando el actor que la presentación había sido cumplida con fecha 11/6/2003.

La resolución que aquí se apela aplica, por el mero hecho de dicho incumplimiento, una multa de $ 11.250; esto es, más de cuatro veces del monto mínimo establecido.

VIII. Acerca del exceso de punición como vicio del acto administrativo

Con acierto se ha escrito que el vicio de un acto afectado por exceso de punición es determinante de su irrazonabilidad, y que ésta se concreta en la falta de concordancia o proporción entre la pena aplicada y el comportamiento que motivó su aplicación. En otros términos, que la razonabilidad implica congruencia, adecuación de relación de medio a fin; el exceso identifica lo irrazonable (Marienhoff, Miguel S.: "El exceso de punición como vicio del acto administrativo" - LL - 1989 - T. E - pág. 969).

En el caso concreto de autos, ni siquiera una sola línea mereció para el juez administrativo ponderar y justificar la aplicación del monto de la sanción aplicada que, se reitera, es cuatro veces mayor que el mínimo de la escala punitiva. Olvidó, en definitiva, que su potestad no se agota en la aplicación mecánica y dogmática de las normas, sino que exige discriminar los distintos aspectos del litigio, a fin de lograr en cada hipótesis la justicia concreta del caso (Fallos: 304:1919).

Ello ocurrió en el caso, donde es evidente la distorsión manifiestamente abusiva del ejercicio de la facultad de imponer la multa, en tanto no se observa razón alguna que justifique la concordancia, proporción y razonabilidad entre la pena aplicada y el comportamiento que motivó su aplicación.

En virtud de lo expuesto, sin que se adviertan razones que justifiquen apartarse del mínimo legal previsto por el artículo 39, párrafo 2 de la ley 11683 para la infracción en cuestión, corresponde reducir a esa magnitud la pena impuesta.

IX. Acerca de la mecanización del acto administrativo

Que este Tribunal no puede dejar de advertir su preocupación ante actos administrativos como el que aquí se analiza, donde ha quedado demostrado -más allá de la evidente desprolijidad de la resolución- la falta de una adecuada consideración de los principios básicos del derecho administrativo y penal tributario.

Estas reglas ya han sido puntualizadas por esta Sala en más de una ocasión (véase "Transportes El Dorado" - 22/10/2002) pero las deficiencias apuntadas se tornan más evidentes en el acto en crisis. De su simple lectura se observa que ha sido elaborado sobre la base de un "modelo" de resolución, mecánica, impersonal, desprovista de toda mención a la situación peculiar del administrado, de sus agravios y de cualquier fundamento. Repárese, como ejemplo de tal sinrazón, que mientras por un lado se señala que ha "transcurrido el plazo para que el rubrado ejerciera su defensa", luego se afirma que "... los argumentos esgrimidos no constituyen eximentes de responsabilidad...". Por lo demás, sin perjuicio de señalar que no consta en las actuaciones administrativas el escrito de descargo (que el apelante manifiesta haber presentado) ninguna mención -ni mucho menos contestación- se formula a los eventuales agravios. Por otra parte, como se ha enfatizado más arriba, no se explicita el criterio por el cual se graduó la multa en la dimensión como se lo hizo.

Por lo expuesto,

SE RESUELVE:

1) Declarar abstracta la cuestión debatida en el expte. 21.965-I. Costas al Fisco Nacional.

2) Rechazar la excepción de nulidad articulada por la actora. Con costas.

3) Reducir la sanción apelada a través del expte. 22.237-I a su mínimo legal. Costas en proporción a los respectivos vencimientos.

Smoby Group Argentina S.A. c. D.G.A. s/recurso de apelación Tribunal Fiscal de la Nación, sala E – 14/02/2012

La doctora García Vizcaíno dijo:

I) Que fs. 7/12 vta. Smoby Group Argentina SA, por apoderado, interpone recurso de apelación contra la Resolución DE PRLA Nº 7321/2008, recaída en el Expte. SIGEA AFIP Nº 12035-595-08, por la cual se le aplicó una multa de $ 32.809,88 por infracción prevista en el art. 991 del CA, en razón de que la mercadería ingresada mediante el DI 01 001 IC04 027357 M (juguetes) habría sido transferida, con fines comerciales, sin cumplir con los requisitos establecidos por la Resolución 2522/87, Anexo III, punto 1.1. Expresa que la legitima introducción de la mercadería al país surge del mismo despacho ya que la Aduana para asignarle el canal rojo de selectividad ha efectuado el máximo control de las normas vigentes sin objetar nada en su momento, como así tampoco cuenta con ningún elemento que indique que la mercadería ilegalmente ingresada haya sido transferida y sin el correspondiente estampillado. Indica que en el hipotético caso de incurrir en infracción ésta sería la falta de comunicación requerida en la resolución en cuestión, y no la transmisión de mercaderías sin observar las normas establecidas, concluyendo que la sanción a aplicarse no debería superar la contenida en el art. 992 del CA. Cita jurisprudencia. En forma subsidiaria peticiona la aplicación del principio contenido en el art. 898 del CA, ya que considera que no se dan los elementos requeridos del tipo por el art. 991 del CA. Invoca el principio de insignificancia o bagatela. Cita jurisprudencia. Considera que en caso de confirmarse la resolución aduanera debe aplicarse lo establecido en el art. 916 del CA en cuanto a la facultad que tiene este Tribunal de reducir la pena a aplicar por debajo del mínimo de la multa correspondiente, caso en contrario aplicar el art. 915 del CA. Ofrece prueba. Hace reserva del caso federal. Solicita que se revoque el decisorio aduanero recurrido, con costas.

II) Que a fs. 23/27 vta. la representación fiscal contesta el traslado que le fuera oportunamente conferido. Efectúa una reseña de las actuaciones. Niega todos y cada uno de los asertos esgrimidos por la actora que no fueran de su especial reconocimiento. Destaca que la recurrente trata de minimizar el hecho cierto y determinante de que no comunicó que la mercadería en cuestión fuera estampillada, violando lo normado por el punto 1.1 del Anexo III de la Resolución Nº 2522/87, impidiendo de esta forma que la Aduana pueda saber en qué condiciones fue transferida la mercadería. Señala que la apelante jamás arrimó en el momento procesal oportuno constancias o elementos que acreditaran que la mercadería en cuestión efectivamente se hubiera transferido de manera correcta. Cita jurisprudencia. Entiende que no es aplicable el art. 992 del CA en virtud de que el art. 991 del CA en ningún momento habla de mercadería de origen extranjero cuyo transmitente no pueda acreditar su legítima introducción, sino que se refiere a aquél que efectuare dicha transmisión sin cumplir los requisitos que se hubieran establecido al efecto. Ofrece prueba. Hace reserva del caso federal. Solicita que se confirme la Resolución con expresa imposición de costas.

III) Que a fs. 28 se abre la causa a prueba, que es producida a fs. 66/128, 132/135, 144/vta., 155, 170/172 y 210/219. Puestos los autos a alegar, hacen uso de ese derecho el Fisco y la actora a fs. 250/252 vta. y 253/255. A fs. 257 se llaman autos a sentencia.

IV) Que a fs. 1 del Expte. SIGEA AFIP Nº 12035-595-08 obra el Acta de Denuncia Nº 52/03 por presunta infracción del art. 991 del CA. A fs. 2/5 luce agregado el DI Nº 01 001 IC04 027357 M, en cuestión. A fs. 10 se dispone la apertura del sumario y se corre vista de ley a la imputada, que se notifica por edictos el 10/6/05 (ver a fs. 15/16 copia del Boletín Oficial Nº 30.672). A fs. 36/51 obra la presentación de la imputada que manifiesta en su defensa que la mercadería fue ingresada legítimamente mediante el DI glosado a fs. 46/51. A fs. 52 se tiene a la firma por presentada y por contestada la vista en legal tiempo y forma. A fs. 53 luce interposición de recurso de revocatoria contra la denegatoria de las pruebas ofrecidas, el que es denegado a fs. 56 por resultar extemporáneo. A fs. 60 obra reporte de infractores por clave. A fs. 61 pasan los autos para resolver. A fs. 62/64 se dicta la Resolución de PRLA N° 7321/08, apelada en especie.

V) Que la Corte Suprema ha dicho que "son aplicables a las infracciones aduaneras las disposiciones generales del Código Penal, conforme a las cuales sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquel a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente (Fallos’ 290:202, 5º considerando y sus citas)" ("SAFRAR Sociedad Anónima Franco Argentina de Automotores", del 27/12/88, Fallos, 311:2779). Ello, sin perjuicio de la posición de la Excma. Corte Suprema respecto de la carga de la prueba referente a la presunción de culpabilidad ínsita en los elementos materiales del accionar del sujeto activo de la infracción, como se expondrá más abajo.

Que, pese a que, por regla general las infracciones son de naturaleza objetiva ante la dificultad de determinar el elemento subjetivo que tornaría ilusorias muchas normas represivas, como bien ha dicho este Tribunal en el campo del derecho penal, aun cuando se trate de este tipo de infracciones, el fundamento de la punición se encuentra en la intención del autor; empero, en tales infracciones el mismo proceder lleva a una presunción de culpabilidad, produciéndose de esa manera una inversión de la carga de la prueba, aunque ello no presupone la configuración del ilícito independientemente de todo elemento infraccional ("Escalante Pitt, Moisés M.C." 13/567 del 8/6/78).

Que he sostenido (Derecho Tributario, Tomo II, ps. 417/420, 4ª edición ampliada y actualizada, AbeledoPerrot, Buenos Aires, 2010) que esto implica que "luego del análisis predominantemente objetivo del hecho examinado —es decir, si en la realidad fáctica se configuraron, exteriorizándose, todos y cada uno de los elementos objetivos del tipo o la figura penal, y que no ha mediado causal alguna de justificación que enervara la antijuridicidad de la conducta— se debe analizar la imputabilidad del autor (...) Determinada la imputabilidad, se ha de examinar la culpabilidad. Ésta no sólo tiene un componente psicológico sino también uno valorativo y, por tanto, depende principalmente de la exigibilidad de la conducta a los sujetos al ordenamiento jurídico". La imputabilidad consiste en el conjunto de condiciones que un sujeto debe reunir para que responda penalmente de su acción. No se discute en estos autos la imputabilidad de la accionante respecto del derecho infraccional aduanero.

Que, en materia infraccional tributaria (aduanera e impositiva) "el onus probandi sobre la falta de culpabilidad —a título de dolo o culpa, según el caso— recae sobre el presunto infractor, a diferencia de los delitos tributarios, en que el Fisco debe probar el dolo del autor del ilícito. No obstante, cabe notar que la intención se prueba mediante hechos externos y concretos" (ob. cit, T. II, p. 422).

Que tanto es así que en el libro citado, entre otros pronunciamientos de la Corte Suprema, mencioné el recaído en "Wortman, Jorge Alberto, y otros", del 8/6/93, en el cual, aun en el caso de las infracciones formales, el Alto Tribunal sostuvo que al surgir de las actuaciones la existencia de los elementos materiales -u objetivos- y, por tanto, la adecuación al tipo penal pertinente, corresponde "que sea la imputada quien cargue con la prueba tendiente a demostrar la inexistencia del elemento subjetivo". En el mismo sentido, la Corte Suprema consideró que la carga de la prueba cabe a la recurrente en materia de la multa impuesta, ya que como lo ha señalado reiteradamente "en presencia de la materialidad de la infracción ..., incumbe al contraventor la prueba de descargo —Fallos, 198:310— para lo que no basta la alegación de la ignorancia de los preceptos legales —Fallos, 182: 384 y otros—" ("Julio E. Real de Azúa v. Impuestos Internos", Fallos, 206:508).

VI) Que el art. 991 del CA —por el cual fue sancionado el recurrente— establece que: "El que hubiere transferido por cualquier título, con fines comerciales o industriales, mercadería de origen extranjero que no presentare aplicado el respectivo instrumento fiscal, que no llevare los medios de identificación en la forma prevista en las reglamentaciones pertinentes o que efectuare dicha transmisión sin cumplir los requisitos que se hubieren establecido al efecto, será sancionado con una multa de uno [1] a cinco [5] veces el valor en plaza de la mercadería en infracción. Esta sanción es independiente de las que correspondiere aplicar al tenedor de la mercadería en infracción".

Que los tres supuestos contemplados por el art. 991 del CA guardan consonancia con las figuras de infracciones sustanciales de los arts. 985, 986 y 987 del CA, siendo que la Exposición de Motivos del CA puntualiza que "se incorpora el supuesto de castigar al que hubiere transferido la mercadería de origen extranjero sin cumplir con los recaudos establecidos para acreditar su legal introducción, a efectos de proteger a los terceros adquirentes e impedir la liberación de los transmitentes por la mera circunstancia de haber dejado de ser tenedores de la mercadería en infracción".

Que no se aplica en el sub-lite la teoría de los actos propios respecto de la Aduana, a la cual se refiere la actora en su alegato de fs. 253/255, toda vez que la infracción endilgada se cometió con posterioridad a la introducción de la mercadería y consistió en transferir la mercadería importada sin haber acreditado su estampillado, ni el cumplimiento de los recaudos previstos en la Resolución ex ANA N° 2522/87 y modif.

Que cuadra destacar que —como he sostenido, entre otras, en la sentencia dictada en "Perfumes Dana", del 9/9/02— el art. 991 del CA (al igual que el art. 986 del CA) "contempla una infracción sustancial, no pareciendo dudoso que su finalidad —en cuanto a las transferencias de mercaderías que no presenten aplicado el respectivo instrumento fiscal— radica en evitar que los importadores retengan las estampillas fiscales no utilizadas para aplicarlas a mercaderías que posteriormente se introduzcan ilegítimamente".

Que de ese modo la Resolución de la ex ANA Nº 2522/87 (según la modificación de la Res. 1563/97), Anexo III-B, preceptúa, entre otros supuestos, que: "Cuando el importador constate un faltante o deterioro de mercadería sujeta a este régimen [de identificación de mercadería (importación)], después de su despacho a plaza, que no permita su comercialización, deberá formular la correspondiente denuncia a la División Verificación u oficina que haga sus veces, acompañando las estampillas sobrantes, según el caso" (punto 1.6.). Obviamente, si en esta hipótesis el importador no devolviera las estampillas, ellas podrían ser usadas con posterioridad para dar visos de tenencia justificada a mercadería ingresada ilegítimamente a plaza.

Que el referido Anexo III-B (antes del Anexo III-C de la Res. 2327/2007 posterior a los hechos de esta causa), en su punto 1.1 dispone que: "La estampilla será adherida dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de entrega de la mercadería, comunicándose tal circunstancia a la Aduana mediante telegrama colacionado o télex, a los efectos de la verificación. El incumplimiento de este requisito será motivo para que la dependencia interviniente disponga la suspensión de la firma importadora ante el registro de esta Administración Nacional. Si dentro de los tres [3] días siguientes a la fecha de recepción del pedido de verificación la Aduana no constatare el estampillado de la mercadería, el importador dispondrá libremente de ella".

Que estos plazos se computa por días hábiles (conf. art. 1007 del CA).

Que el punto 1.2 del mencionado Anexo III-B preceptúa que: "El estampillado de la mercadería podrá realizarse en forma fraccionada dentro del plazo indicado en el Punto 1.1 precedente, debiendo la División Verificación llevar el control de los estampillados parciales hasta su cumplimiento total, correspondiendo proceder con cada comunicación parcial efectuada por parte del interesado, de acuerdo con el procedimiento establecido en dicho Punto".

Que, empero, la Corte Suprema, al referirse al art. 198, tercer párrafo, de la LA (antecedente de las figuras de los arts. 986 y 991 del CA), entendió que debía interpretárselo de modo tal que no consagre "una suerte de aplicación automática de la pena ante la sola ausencia de adherencias fiscales", ya que de lo contrario se frustraría la garantía constitucional de la defensa en juicio, atento a "que haría ilusoria toda posibilidad de defensa o descargo y aun la existencia misma de los procedimientos regulados y de los recursos que las leyes autorizan" ("SA Rovia v. Aduana", del 3/4/1968, Fallos, 270:205). Por ello, aunque la prueba principal para determinar si en tales casos hubo o no infracción aduanera será la falta o existencia de estampillado, puede el juzgador recurrir a otros medios probatorios si los estima procedentes para una mejor sustanciación de la causa y dentro de la prudencia que exige la apreciación de las pruebas, a fin de establecer la legitimidad de la introducción de la mercadería de origen extranjero (CS, "Ingelmo, Olmar A.", del 19/3/1969, Fallos, 273:202). En este último, la mercadería consistía "solamente en dos cubiertas para automóviles, de las cuales una tenía la estampilla deteriorada y la otra "vestigios de goma de pegar", habiéndose encontrado "dentro de la pila de cubiertas una estampilla fiscal, rota"", a lo cual se agregaba que se había acompañado documentación probatoria de su procedencia legítima.

Que en la sentencia del 6/7/2004, dictada en "Sanavirón SA" (Fallos, 327:2808), la Corte Suprema consideró que no era el único el despacho de importación mencionado por el Fisco que amparaba el legítimo ingreso al país sólo de algunos bienes secuestrados, ya que de las actuaciones administrativas resultaba que "el resto de los bienes también ingresó regularmente en el país, mediante diversos despachos de importación, tal como expresamente lo reconoce la propia Aduana en la planilla obrante a fs. 99 de las actuaciones administrativas en copia agregadas, lo que descarta la tacha de arbitrariedad endilgada a la sentencia. Por lo demás, la discrepancia del apelante sobre el punto, tal como se señaló en Fallos: 298:542; 300:680, entre otros, remite al análisis de una cuestión de hecho y prueba, materia propia de los jueces de la causa y ajena por su naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48". Además, en ese caso el a quo había sostenido que aparecía manifiesta la buena fe de Sanavirón SA "con la presentación de los instrumentos que acreditaban la introducción legal de la mercadería, conjuntamente con la posterior presentación de las estampillas, puesto que ello ‘en modo alguno permiten suponer un ánimo contrario (mala fe) en su accionar dirigido a una posible utilización del estampillado en otra mercadería de su propiedad’ y (...) que ‘fue la propia actora la que solicitó a la Administración de Aduanas que enviara funcionarios para verificación de estampillados (...)’ y que la mercadería, al llevarse a cabo el allanamiento, ‘se encontraba aún en depósito y no a la venta’, lo que agrega un atenuante más a su situación frente a la imputación planteada por la Aduana".

Que en la especie no ha sido la aquí recurrente quien solicitara a la Aduana la verificación de las mercaderías, no encontrándose controvertido que el 10/4/2001 venció el plazo para el estampillado identificación color verde de 8196 instrumentos cuya numeración corría de 26.690.636 a 26.698.831 (ver fs. 5 de los ant. adm.).

Que no se ha acreditado que las mercaderías se encontraran estampilladas en el depósito de la apelante, sino que los actuados permiten inferir que se habían transferido.

Que, por otra parte, no se ha demostrado que se hubiera estampillado la mercadería dentro del plazo conferido y antes de su transferencia.

Que el dictamen pericial de fs. 132/135 no acredita el estampillado de la mercadería. Se refirió a que los libros contables de ésta son llevados en legal forma y las facturas comerciales por las cuales se transfirió la mercadería del DI en cuestión.

Que cuadra destacar que lo expuesto no se encuentra conmovido por la prueba producida en la especie, toda vez que la contestación de la adquirente El Mundo del Juguete de fs. 66/128 sólo brinda las cantidades adquiridas sin especificar si fueron o no estampilladas; en forma similar, el informe de fs. 219 de Libertad no señala si la mercadería había sido estampillada. Inc en su informe de fs. 172 manifiesta que la actora nunca fue su proveedora.

Que nótese que la recurrente contó con un extenso plazo para demostrar el estampillado de las mercaderías desde la apertura de la causa a prueba por el auto de fs. 28.

Que, por que demás, las relaciones entre la importadora y terceros no pueden ser oponibles a la Aduana, máxime que no se ha indicado concretamente si las mercaderías de la especie fueron efectivamente estampilladas y el lugar donde se hallarían a los efectos de su comprobación.

Que el apelante debió adherir las estampillas antes de transferir las mercaderías y, aunque hubiera delegado esa tarea en un tercero, debió comunicar a la Aduana dentro del plazo conferido que había finalizado con el estampillado a los efectos de la verificación. De no haber efectuado esa comunicación debió demostrar en forma fehaciente que la mercadería fue estampillada (v.gr, por constatación en su depósito) a fin de que no se tenga por configurada la infracción sustancial endilgada. Se habría cometido transgresión formal del art. 992 del CA si no se hubiera efectuado la aludida comunicación, pero la mercadería se localizara estampillada.

Que no procede aplicar el principio de la duda del art. 898 del CA, ni corresponde hacer uso de las facultades del art. 916 del CA, atento a que de los actuados no surgen motivos de atenuación.

Por ello voto por:

Confirmar la Resolución DE PRLA N° 7321/2008, en cuanto ha sido materia de recurso. Con costas.

La doctora Musso dijo: Que adhiero al voto precedente.

De conformidad con el acuerdo que antecede, por unanimidad, se resuelve: Confirmar la Resolución DE PRLA N° 7321/2008, en cuanto ha sido materia de recurso. Con costas. Regístrese, notifíquese, oportunamente devuélvanse los antecedentes administrativos y archívese. Suscriben la presente las Dras. García Vizcaíno y Musso por encontrarse vacante la Vocalía de la 13° Nominación (conf. art. 1162 del CA).— Catalina García Vizcaíno.— Cora M. Musso.
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